
Ramón Muñoz Hernández, en su propio nombre y derecho, 
contra la resolución del Ministerio de Defensa de 22 de sep­
tiembre de 1081, dictada en el expediente administrativo a que 
se refieren estas actuaciones, resolución que declaramos confor­
me a derecho; y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido Dara su ejecución, junto con el expediente a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

24586 ORDEN 111/01894/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada cor, fecha 4 de 
mayo de 1984, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Manuel Moreno Villalba, 
ex Escribiente Temporero al servicio del ramo de 
Guerra.

Excmo. Sr.; En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Manuel Mo­
reno Villa; ba, quien postula por sí mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones dél Ministerio 
de Defensa de 18 de febrero y 14 de agosto de 1981, se ha 
dictado sentencia, con fecha 4 de mayo de 1984, cuya parte dis­
positiva, es como sigue;

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto por don Manuel Mo­
reno Villa '>a, contra las resoluciones del Ministerio de Defensa, 
de 18 de febrero y 14 de agosto de 1981, por las que le fue 
denegada al recurrente la aplicación de los beneficios del Real 
Decreto-ley 6/1978; sin imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales, junto con el- expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Cnntencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en- sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V..E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Armada
(AJEMA).

24587 ORDEN 111/01895/1984, de 6 de septiembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia de 
la Audiencia Nacional, dictada con fecha 23 de ene­
ro de 1984, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por doña Emilia Menéndez Yeguas, 
viuda de don José Rodríguez Martínez, Brigada.

Exorno. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na- 
cional, entre partes, de una, como demandante, doña Emilia 
Menéndez Yeguas, quien postula por sf misma, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministe- 
í?° j.e, nsa de 20 de julio y 17 de septiembre de 1982, se 
ha dictado sentencia, con fecha 23 de enero de 1984 cuya par­
te dispositiva, es como sigue:

«Fallamos; Que, rechazando el motivo de inadmisibilidad pro­
puesto, debemos desestimar y desestimamos el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por doña Emilia Menéndez Ye­
guas, viuda de don José Rodríguez Martínez, representada por 
e) Letrado don Luis García-Bravo, contra las resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 20 de julio y 17 de septiembre de 
1982, por las que fue declarada la inadmisibilidad de la instan­
cia presentada por la parte recurrente en solicitud de aplicación 
de los beneficios del Real Decreto-ley 6/1978; sin imposición

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales, junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos-y firmarnos.»‘

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultarles que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo qua comunico a V E.
Dios guarde a V. E muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

24588 ORDEN 111/01896/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 14 de 
mayo de 1984. en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por doña María Varela Graña, 
viudo de don Joaquín Martínez Vila, Marinero de 
la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, doña María 
Varela Grana, quien postula por sí misma, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministe­
rio de Defensa de 30 de abril de 1982, se ha dictado sentencia, 
con fecha 14 de mayo de 1984, cuya parte dispositiva, es como 
sigue:

«Fallamos; Desestimamos el recursó contencioso-administrati­
vo interpuesto por doña María Varela Graña, en su propio 
nombre y derecho, contra resolución del Ministerio de Defensa 
de 30 de abril de 1982, dictada en el expediente administrativo 
a que se refieren estas actuaciones, resolución que declaramos 
conforme a derecho; y no hacemos expresa imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido junto con el excediente a la oficina de origen, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956. y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V, E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Armada
(AJEMA).

24589 ORDEN 111/01897/1984, de 6 de septiembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia de 
la Audiencia Nacional, dictada con fecha 14 de 
mayo de 1984, en el recurso contencioso adminis­
trativo interpuesto por don José Marín Ortuño, 
Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes,, de una, como demandante, don José 
Marín Ortuño, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministe­
rio de Defensa, de 21 de tbril do 1082, se ha dictado sentencia, 
con fecha 14 de mayo de 1984, cuya parte dispositiva, es como 
sigue;

«Fallamos; Estimando el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José Marín Ortuño, en su propio nombre 
y derecho, contra la resolución del Ministerio de Defensa, de 
21 de abril de 1982, dictada en el expediente administrativo a que 
se refieren estas actuaciones, resolución que anulamos por no 
ser conforme a derecho en cuanto que, a los efectos de aplica­
ción de los benéficos del Real Decreto-ley e/1978, determinó 
como empleo que hubiera alcanzado el recurrente el de Cabo 
primero, y declaramos que el indicado empleo hubiera sido el 
de Capitán; y no hacemos expresa imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»



En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1932, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios té. minos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Exorno. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

24590 ORDEN 111/01898/1984, de 6 de septiembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia de 
la Audiencia Nacional, dictada con fecha 13 de 
abril de 1984, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Antonio Blasco Mur, Cabo 
de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Antonio 
Blasco Mur, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra la resolución del Ministerio de 
Defensa, de 11 de septiembre de 1981, se ha dictado sentencia, 
con fecha 13 de abril de 1984, cuya parte dispositiva, es como 
sigue: '

•Fallamos: Que, rechazando los motivos de inadmisibilidad 
propuestos y estimando en parte el recurso contencioso-admi, 
nistrativo interpuesto por don Antonio Blasco Mur, contra la 
resolución del Ministerio de Defensa de 11 de septiembre de 
1981, desestimatoria del recurso de reposición promovido frente 
a la de 21 (Orden del 22) de enero de 1981 en cuanto por ella, 
en aplicación al recurrente de los beneficios del Real Decreto- 
ley 6/1978, se determinó que, de haber continuado en activo, 
habría alcanzado por antigüedad el empleo de Cabo primero, 
debemos anular y anulamos las expresadas resoluciones impug­
nadas, por su disconformidad a derecho, en cuanto a la referida 
determinación y sus consecuencias; fijando, como tal empleo el 
de Brigada, con las consecuencias legales inherentes a esta nue­
va determinación; sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales, junto con el expediente en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallares.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

24591 ORDEN 111/01902/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 30 
de abril de 1984, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Diego Albaladejo Bar- 
celó, Teniente de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante lá Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Diego Al- 
baladejo Barceló, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra las resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 18 de diciembre de 1978 y 12 de 
febrero de 1982, se ha dictado sentencia, con fecha 30 de abril 
de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos declarar y declaramos la inadmi­
sibilidad del presente recurso contencioso-administrativo alega­
da por el señor Abogado del Estado, e interpuesto por don Die­
go Albaiadejo Barceló, centra las resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 18 de diciembre de 1978 y de 1)2 de febrero de 
1922, dictadas en el expediente administrativo a que se refieren 
estas actuaciones, y no hacemos expresa imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales, junto con el exponiente en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

24592 ORDEN 111/01903/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 29 
de mayo de 1984, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por el ex Cabo de ¡a antigua 
Aviación Militar, don Martín Bajo Baelo.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Martín 
Bajo Baelo, quien postula por sí mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra la resolución del Ministerio 
de Defensa de 21 de enero de 1981, se ha dictado sentencia, con 
fecha 29 de mayo de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declaramos no haber lugar a la causa de inad­
misibilidad planteada por el señor Abogado del Estado y esti­
mamos parcialmente el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Martín Bajo Baelo, en su propio nombre y 
derecho, contra la desestimación presunta del recurso de repo­
sición interpuesto centra la resolución del Ministerio de Defensa 
de 21 de enero de 1981 («Orden ministerial 111/00215/81) dictada 
en el expediente administrativo a que se refieren estas actua­
ciones, resolución que a luíamos por no ser conforme a derecho 
en cuanto que, a los efectos de aplicación de los beneficios del 
Real Decreto-ley 8/1978, determinó como empleo que hubiera 
alcanzado el recurrente el de Cabo primero, y declaramos que 
el indicado empleo hubiera sido el de Capitán, y no hacemos 
expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que-comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 8 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire

(JEMA).

24593 ORDEN 111/01904/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 9 de 
mayo de 1984, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Antonio Aparicio Castella­
nos, ex Soldado de la Escolta Presidencial de la 
República.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Antpnio 
Aparicio Castellanos, quien postula por si mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra las resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 29 de marzo y de 17 de mayo de 1982, 
se ha dictado sentencia, con fecha 9 de mayo de 1984, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Antonio Aparicio Castellanos, en su 
propio nombre y derecl o contra las resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 29 de marzo y de 17 de mayo de 1982, dictadas 
en el expediente administrativo a que se refieren estas actua­
ciones, resoluciones que declaramos conformes a derecho, y 
no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos, remitiéndose testimonio de la misma a la oficina 
de origen para su ejecución, junto con el expediente.»


